INCIDENTE DE DESACATO/ Cumplimiento del fallo de tutela en sede de consulta
·”(…) objetivamente, está claro que la entidad conminada al cumplimiento del fallo (….) no acató, en el tiempo que se le otorgó para ello, la sentencia respectiva. Pero, esa responsabilidad objetiva que da margen al incumplimiento, no se traduce, necesariamente en una de carácter subjetivo que abra paso al desacato, con la imposición de las sanciones que son de rigor, porque ahora existe plena prueba acerca de las gestiones adelantadas que, finalmente, concluyeron en el pago de las costas causadas a favor de la accionante en el proceso ordinario laboral.” 
Citas Corte Constitucional, Sentencia T-171 de 2009.  
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Acta N° 049 de febrero 8 de 2016
Se pronuncia la Sala en relación con la consulta del auto proferido por el Juzgado Tercero de Familia de esta ciudad, por medio del cual impuso sanciones por desacato a Doris Patarroyo y Paula Marcela Cardona Ruiz, en sus calidades de Gerenta Nacional de Nómina y Vicepresidenta de Beneficios y Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, respectivamente, consistentes en un (1) día de arresto y multa de un (1) salario mínimo mensual legal vigente, por no cumplir aquella la orden impartida en la sentencia que ese mismo despacho profirió el 17 de junio de 2015, y a ésta por no hacerla ejecutar, dentro de la acción de tutela que contra la mencionada entidad, promovió, por conducto de abogado, Nubia Rodas Marín. 

ANTECEDENTES

En el aludido fallo, se amparó el derecho fundamental de petición y se ordenó a la Gerenta Nacional de Nómina de Colpensiones y a la Gerenta Nacional de Defensa Judicial, que en el término de cinco (5) días resolvieran de fondo “…la petición formulada por la accionante el día 27 de febrero del 2015 y se le informe la fecha en que serán incluidas en nómina y proceda al pago.”
Ante la información de la accionante acerca del incumplimiento, se requirió a la Vicepresidenta de Beneficios y Prestaciones, Paula Marcela Cardona Ruiz, con el fin de que la hiciera acatar. En vista de que esta funcionaria, al igual que la Gerenta Nacional de Nómina, guardaron silencio durante todo el trámite incidental, se les impusieron las sanciones que ahora son objeto de consulta. 

Ya en esta sede, se pronunció el Gerente Nacional de Reconocimiento de Colpensiones, que allegó Resolución No. GNR 411696 del 18 de diciembre de 2015 por medio de la cual se informa que la solicitud para el pago de las costas se remitirá a la Gerencia de Defensa Judicial con el fin de que se inicie el proceso de pago. Adicionalmente, la Vicepresidenta de Beneficios y Prestaciones, dio cuenta del pago realizado a la accionante, del valor de las costas, hecho ratificado en la oficina de su asesor judicial, según la constancia que antecede. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se ha constituido en un referente social de trascendencia nacional, desde su ubicación constitucional en el año 1991. Tanta es su importancia, que el cumplimiento de las órdenes que en ejercicio de la misma se imparten es perentorio, so pena de que, en caso de omisión, deban enfrentar las autoridades o los particulares a quienes se les imponen, las consecuencias propias de la misma, previstas ellas en el artículo 52 del Decreto 2591, bajo cuyo tenor se puede sancionar con arresto hasta por seis meses y multa hasta de veinte salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Tal omisión, sin embargo, debe obedecer a razones de orden subjetivo, es decir, que provengan del capricho, o de la manifiesta intención de sustraerse, sin una razón válida, al acatamiento de la orden del juez constitucional, lo cual debe ser valorado en cada caso, entre otras razones, porque la finalidad última del incidente es la satisfacción del derecho fundamental que se ha lesionado, antes que la sanción. 

En esta medida, la Corte Constitucional ha hecho énfasis en lo que es el objeto del incidente de desacato y el cumplimiento mismo, y en esa distinción, de tiempo atrás viene precisando que “El desacato es un mecanismo de creación legal, que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales” 
.  Es decir, que se trata de un mecanismo tendiente más a garantizar el cumplimiento de una orden de tutela, que a imponer sanciones al agente que la omite y por eso la misma jurisprudencia se ha encargado de repetir que:

             

“…el desacato es una figura jurídica distinta a la del cumplimiento de la sentencia de tutela. Tal afirmación, ha sido desarrollada por esta Corporación a lo largo de su jurisprudencia, en virtud de la cual se ha puesto de presente con bastante claridad, cuáles son las diferencias existentes entre los conceptos de desacato y cumplimiento. En términos generales, se ha establecido que, todo desacato implica incumplimiento, pero no todo incumplimiento conlleva a un desacato. De manera concreta la Corte Constitucional en sentencia T-458 de 2003 precisó:

“Las diferencias entre el desacato y el cumplimiento son las  siguientes: 

i.) El cumplimiento es obligatorio, hace parte de la garantía constitucional; el desacato es incidental, se trata de un instrumento disciplinario de creación legal.

ii.) La responsabilidad exigida para el cumplimiento es objetiva, la exigida para el desacato es subjetiva.

iii.) La competencia y las circunstancias para el cumplimiento de la sentencia se basan en los artículos 27 y 23 del decreto 2591 de 1991. La base legal del desacato está en los artículos 52 y 27 del mencionado decreto. Es decir que en cuanto al respaldo normativo, existen puntos de conjunción y de diferencia.

iv.) El desacato es a petición de parte interesada; el cumplimiento es de oficio, aunque puede ser impulsado por el interesado o por el Ministerio Público.”
24.- De las anteriores diferencias se concluye que, el cumplimiento es de carácter principal pues tiene su origen en la Constitución y hace parte de la esencia misma de la acción de tutela, bastando una responsabilidad objetiva para su configuración; por su parte, el desacato es una cuestión accesoria de origen legal y para que exista se requiere una responsabilidad de tipo subjetivo consistente en que el solo incumplimiento del fallo no da lugar a la imposición de la sanción, ya que es necesario que se pruebe la negligencia de la persona que debe cumplir la sentencia de tutela.”

Es muy importante esta diferenciación en el caso de ahora, porque, objetivamente, está claro que la entidad conminada al cumplimiento del fallo, por lo que deja entrever la foliatura, no acató, en el tiempo que se le otorgó para ello, la sentencia respectiva. Pero, esa responsabilidad objetiva que da margen al incumplimiento, no se traduce, necesariamente en una de carácter subjetivo que abra paso al desacato, con la imposición de las sanciones que son de rigor, porque ahora existe plena prueba
 acerca de las gestiones adelantadas que, finalmente, concluyeron en el pago de las costas causadas a favor de la accionante en el proceso ordinario laboral. 
Por tanto, en el presente trámite, aunque de manera tardía, hubo pronunciamiento sobre la solicitud y se efectuó el pago mismo, por lo que no cabe mantener las sanciones impuestas frente a Doris Patarroyo, Gerente Nacional de Nómina, y Paula Marcela Cardona Ruiz, Vicepresidenta de Beneficios y Prestaciones, ambas de Colpensiones.

Hay una razón de más para arribar a esta misma conclusión. Y es que si se mira bien la actuación, en el acto mediante el cual se reconoció la pensión (GNR 26912 del 27 de enero de 2014), ordenada por vía judicial, no se incluyó, como equivocadamente lo dice la accionante, el valor de las costas del proceso; se mencionó en la parte considerativa, pero nunca se hizo alusión a él en la resolutiva. Esto se traduce en que, en principio, la Gerenta Nacional de Nómina no era la llamada a soportar el peso de la sanción, dado que primero se requería un pronunciamiento de la Gerencia Nacional de Reconocimiento, o bien, de la Gerencia de Defensa Judicial de la entidad, que en últimas le informó a la demandante sobre el pago, no obstante que tampoco fue vinculada al incidente. Esto, al margen de que tampoco se le dio estricto cumplimiento al auto 181 de 2015, proferido por la Corte Constitucional, si bien se trataba del cumplimiento de una decisión judicial. 
DECISIÓN

En mérito de lo brevemente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil-Familia, REVOCA el auto proferido por el Juzgado Tercero de Familia de esta ciudad, por medio del cual impuso sanciones por desacato a Doris Patarroyo y Paula Marcela Cardona Ruiz, en sus calidades de Gerente Nacional de Nómina y Vicepresidente de Beneficios y Prestaciones de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, respectivamente, dentro de la acción de tutela que contra la mencionada entidad, promovió, por conducto de abogado, Nubia Rodas Marín. 
En su defecto, se abstiene la Sala de imponer sanciones a las citadas funcionarias. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS     

DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia T-171 de 2009. 


� Ibídem.. Ver también auto 181 de 2015.


� Folios 6 a 8 y 10 a 17 del cuaderno No. 2





